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El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley en el marco del principio de 
transparencia, tiene por objeto promover una cultura de apertura de la 
información, transparencia y diálogo entre el Congreso de la República 
y la ciudadanía, estableciendo mecanismos para informar, explicar y 
dar a conocer la gestión de los Congresistas; lo cual permite fortalecer 
los mecanismos de participación ciudadana generando con ello un 
Congreso abierto e inclusivo con la ciudadanía. 

Artículo 2º. Rendición de cuentas de los congresistas. Consiste en el 
conjunto de acciones, prácticas y procedimientos mediante los cuales 
los congresistas de la República informan, explican y dan a conocer, en 
lenguaje claro y comprensible, los avances y resultados de su gestión 
congresual a los ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil. 

Los congresistas rendirán cuentas a la ciudadanía sobre su gestión 
congresual, conforme a los términos establecidos en la presente ley, 
la Ley 1757 de 2015, la Ley 1828 de 2017 y las demás disposiciones 
normativas que regulen la materia. 

Artículo 3º. Modifíquese el literal j) del artículo 8° de la Ley 1828 de 
2017, el cual quedará así: 

Artículo 8. Deberes del congresista. Además de los consagrados en 
la Constitución Política y en el Reglamento Interno del Congreso, son 
deberes de los congresistas en ejercicio de sus funciones, los siguientes: 

(...) 
j) 	 Rendir cuentas a la ciudadanía de las acciones relacionadas 

con las obligaciones y responsabilidades congresuales, por me-
dio de un informe de gestión por cada legislatura y el deber de 
realizar un espacio de diálogo público, virtual o presencial, que 
versarán sobre la información relativa a la función legislativa y 
constituyente que las secretarías de cada comisión y las secre-
tarías de cada cámara certifican, así como la gestión individual 
de cada congresista frente a sus funciones de control político, 
judicial, disciplinaria, electoral, control público y de protocolo. 

Artículo 4°. Informe de gestión del congresista. Cada congresista 
deberá remitir a la Secretaría General de la respectiva cámara el informe 
de gestión, de forma digital, en formato de datos abiertos y en lenguaje 
claro, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la finalización 
de cada legislatura. En caso de que hayan sido convocadas sesiones 

extraordinarias, el término comenzará a contar a partir del último día 
hábil siguiente de dichas sesiones. 

Las Secretarías Generales de cada cámara, mediante el uso de 
herramientas tecnológicas de la información y la comunicación, 
deberán publicar en formato de datos abiertos el informe de rendición 
de cuentas en el Sistema de Información Parlamentaria previsto en la 
Ley 1147 de 2007, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al 
recibido del mismo, así mismo, deberán publicar en el perfil de cada 
congresista en sus páginas web las citaciones a debates de control 
político o audiencias públicas de comisiones o plenaria de autoría o 
coautoría de cada congresista. 

En caso de que el congresista cuente con canales de comunicación 
oficiales habilitados a través de redes sociales para la comunicación de 
su gestión legislativa, deberá publicar el presente informe en alguna de 
dichas redes sociales, a su elección. Para lo anterior, podrá adaptar su 
informe de gestión a la respectiva red social. 

Parágrafo 1º. Los congresistas podrán apoyar su informe utilizando 
formatos audiovisuales, sistemas de lectura y escritura basados en 
signos, imágenes y ejemplos ilustrativos, que podrán incluir lenguaje 
de señas y lenguaje incluyente. 

Parágrafo 2°. En los eventos de declaración de nulidad de la elección; la 
renuncia justificada y aceptada por la respectiva corporación; la sanción 
disciplinaria consistente en destitución, y la pérdida de investidura, 
los congresistas deberán remitir el informe de gestión a la Secretaría 
General correspondiente dentro de los diez (10) días hábiles siguientes 
a la notificación de la resolución que haga efectiva la desvinculación 
del cargo. 

Parágrafo 3°. La Mesa Directiva del Congreso de la República, con 
el apoyo de las Secretarías Generales de cada cámara, promoverá y 
realizará espacios de participación efectiva con la ciudadanía para que 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley, se adopte el diseño y formato único del informe de gestión 
de los congresistas. 

Parágrafo 4°. Este informe reemplaza al previsto en el parágrafo 2° 
del artículo 14 de la Ley 1147 de 2007. 

Parágrafo 5°. El informe de gestión del congresista deberá estar 
planteado en lenguaje claro, sencillo, accesible y comprensible para 
la ciudadanía. El informe de gestión del congresista podrá presentarse 

Poder Público - Rama Legislativa

LEY ESTATUTARIA 2631 DE 2026
(agosto 28)

por medio de la cual se promueve una cultura de apertura de la información, transparencia y diálogo entre el 
Congreso de la República y la ciudadanía, se establecen mecanismos para informar, explicar y dar a conocer 

la gestión de los congresistas, y se dictan otras disposiciones.
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junto con una versión de lectura fácil, para mejorar la comprensión de 
la ciudadanía de la labor congresual. 

Artículo 5°. Contenido del informe de gestión del congresista. El 
informe de gestión anual contendrá como mínimo: 

a) 	 Los proyectos de ley y/o proyectos de acto legislativo de los 
cuales es autor, y/o ponente con su título, el estado en que se 
encuentran, la descripción del proyecto, la materia o temática 
sobre la cual versa, discriminando aquellos proyectos sobre 
asuntos de género, y fecha de presentación. 

b) 	 Las proposiciones y constancias presentadas en las sesiones de 
Comisiones Constitucionales Permanentes, Legales, Accidenta-
les y de las Plenarias. 

c) 	 Las actividades o actuaciones en cumplimiento de sus funcio-
nes constituyentes, legislativas, judiciales, ético-disciplinarias, 
electorales, de control político y de protocolo. 

d) 	 Los debates de control político y mociones de censura promovi-
dos, especificando los citantes, citados y sus conclusiones. 

e) 	 Las audiencias públicas y mesas técnicas convocadas o para las 
cuales ha sido designado(a), y sus conclusiones. 

f) 	 La gestión ante las entidades del Estado y organismos de control 
en favor de satisfacer el interés general y/o las necesidades de 
la población de la circunscripción territorial por el cual fueron 
elegidos. 

g) 	 Los viajes internacionales realizados bajo sus funciones congre-
suales indicando el motivo, la fecha, el origen de la financiación 
y las conclusiones del viaje. 

h) 	 Los demás contenidos adicionales que determine la Mesa Di-
rectiva del Congreso, mediante acto administrativo. 

Parágrafo. El reporte de las actividades o actuaciones relacionadas 
con la función electoral se realizará de conformidad con las disposiciones 
contenidas en el artículo 131 de la Ley 5ª de 1992 sobre votación secreta. 

Artículo 6°. Convocatoria de espacios de diálogo público. Con 
posterioridad a la entrega del informe de rendición de cuentas al 
Secretario General de la Cámara correspondiente, cada congresista 
deberá convocar, organizar y desarrollar dentro de los treinta (30) días 
calendario siguientes a la fecha de publicación del informe de gestión 
de la legislatura respectiva, un espacio de diálogo público en el que se 
dará a conocer el informe de la gestión realizada y sus resultados, con 
la intervención de ciudadanos y organizaciones sociales. 

Parágrafo 1º. Los espacios de diálogo público deberán ser 
convocados por cada congresista con diez (10) días calendario de 
antelación, y podrán realizarse de forma presencial o virtual mediante 
las herramientas de transmisión de la respectiva corporación o mediante 
el uso de las tecnologías de la información que cada congresista 
posea. Será discrecionalidad del congresista determinar la modalidad, 
metodología y forma de los espacios de diálogo público, los cuales 
podrán ser audiencias públicas, encuentros territoriales, mesas de 

trabajo virtuales o presenciales, transmisiones en redes sociales, o 
cualquiera que se adapte a sus necesidades y electores. 

En aquellos casos en que los espacios de diálogo público se realicen 
de manera presencial, los congresistas podrán coordinar la realización 
de estos espacios con las autoridades territoriales, con la finalidad de 
hacer uso de las instalaciones de las corporaciones públicas territoriales, 
asambleas o concejos municipales o distritales, en aras de acercarse a 
los territorios y la ciudadanía. 

Cada congresista deberá comunicar a la Secretaría General, de su 
cámara respectiva, la realización del espacio público de diálogo de que 
trata el presente artículo, con el fin de llevar una relación pública de 
dichas actividades y publicitar su realización en los medios de difusión 
oficiales de la Cámara que corresponda (Senado de la República o 
Cámara de Representantes). 

Parágrafo 2º. Se faculta a los congresistas para realizar los espacios 
de diálogo público conjuntamente en bancadas, grupos, bloques, 
regionalizadas o en territorios, de manera que estos sean visibles en 
el territorio nacional y/o al que representan, siempre que se garantice 
que cada congresista pueda informar, explicar y dar a conocer de forma 
suficiente su informe de gestión. Estos deberán ser puestos a disposición 
de la ciudadanía por medios virtuales, con las características dispuestas 
en la presente ley. 

Parágrafo 3º. Los espacios de diálogo público deberán contar 
con los ajustes razonables para la accesibilidad de las personas con 
discapacidad. Cada congresista podrá coordinar con las Secretarías 
Generales de Cámara y Senado, según sea el caso, el apoyo logístico 
para la realización de dichos ajustes conforme a la reglamentación que 
expida cada corporación. 

Parágrafo 4º. En todo caso, no se podrá hacer uso de las instalaciones 
de las asambleas o concejos municipales o distritales seis meses antes a 
la celebración de elecciones. 

Artículo 7°. Espacios de diálogo público promovidos por las 
bancadas. De acuerdo a los estatutos y reglamentos vigentes de las 
organizaciones políticas, los miembros del Congreso de la República, 
elegidos por un mismo partido, movimiento social o grupo significativo 
de ciudadanos, que constituyan una bancada, podrán propiciar la 
realización y generación de espacios de diálogo público presenciales o 
virtuales para informar, explicar y dar a conocer a los ciudadanos y las 
organizaciones sociales, las decisiones, determinaciones y directrices 
fijadas por la bancada. 

Estos espacios deberán ser visibles por los medios de comunicación 
institucional del Congreso de la República en todo el territorio nacional 
y accesibles para toda la ciudadanía, garantizando su transparencia y 
promoviendo una participación activa en el proceso político. 

Parágrafo. La mesa directiva del Congreso de la República propiciará, 
al menos una vez cada periodo legislativo, un espacio destinado a que 
cada bancada parlamentaria presente su rendición de cuentas. Durante 
este espacio, cada bancada dispondrá de un tiempo determinado 
para exponer ante la ciudadanía sus logros, actividades, gestiones y 
cumplimiento de promesas electorales, así como los obstáculos y retos 
encontrados en el ejercicio de su función legislativa. La mesa directiva 
establecerá los lineamientos y el cronograma correspondiente para 
garantizar la adecuada organización y desarrollo de este espacio. 

Artículo 8°. Las disposiciones contenidas en la presente ley respecto 
de la realización de espacios de diálogo público estarán a cargo de cada 
congresista o de la respectiva bancada, según sea el caso. No obstante, 
las direcciones administrativas de Cámara y Senado podrán prestar su 
colaboración tecnológica para la transmisión del evento de rendición de 
cuentas a través de los canales virtuales institucionales, garantizando 
el cumplimiento de los mecanismos de acceso a la información para 
personas con discapacidad de que trata la Ley 1618 de 2013 y demás 
normas concordantes. 
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Las direcciones administrativas de cada una de las cámaras, 
garantizarán los recursos necesarios para la publicación de los informes 
de gestión de los congresistas. 

Artículo 9°. Vigencia y derogatoria. La presente ley entrará en 
vigencia a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Lidio Arturo García Turbay.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
Diego Alejandro González González.

El Presidente (e) de la Honorable Cámara de Representantes,
Juan Sebastián Gómez Gonzales.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada, a 28 de agosto de 2026.

ABELARDO DE LA ESPRIELLA
El Ministro del Interior,

Rodrigo Lara Restrepo.

Presidencia de la República

Resoluciones ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 342 DE 2026 

(agosto 28)
por la cual se revoca la designación como miembros representantes del Estado Mayor 
de los Bloques Magdalena Medio comandante Gentil Duarte, Bloque Comandante Jorge 
Suárez Briceño y Frente Raúl Reyes EMBF FARC-EP para la Mesa de Diálogos de Paz y 

se dictan otras disposiciones. 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 4 del artículo 189 de 
la Constitución Política, y la Ley 418 de 1997, modificada y prorrogada por las Leyes 548 
de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014, 1179 de 2016, 1941 de 
2018 y 2272 de 2022, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 22 de la Constitución Política dispone que la paz es un derecho y un 

deber de obligatorio cumplimiento, y es obligación del Gobierno nacional garantizarla 
conforme a los artículos 2°, 22, 93 y 189 superiores. 

Que el artículo 188 de la Constitución Política señala que el Presidente de la República 
simboliza la unidad nacional y al jurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, 
se obliga a garantizar los derechos y libertades de todos los colombianos. 

Que de conformidad con el numeral 4 del artículo 189 de la Constitución Política, 
corresponde al presidente de la República, como jefe de Estado, jefe de gobierno y suprema 
autoridad administrativa, conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo 
donde fuere turbado. 

Que en virtud del parágrafo 8° del artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado 
por el artículo 5° de la Ley 2272 de 2022, la dirección de todo tipo de negociaciones y 
diálogos tendientes a facilitar el desarme y la desmovilización de los grupos armados 
organizados al margen de la ley corresponde exclusivamente al Presidente de la República 
como responsable de la preservación del orden público en toda la nación. 

Que los artículos 1° y 2° de la Ley 2272 de 2022 señalan que la política de paz total es 
una política de Estado “prioritaria y transversal en los asuntos de Estado, participativa, 
amplia, incluyente e integral, tanto en lo referente a la implementación de acuerdos, como 
con relación a procesos de negociación, diálogo y sometimiento a la justicia”.

Que de conformidad con el aparte (i) del literal c) del artículo 2° de la Ley 2272 de 
2022, en el marco de la política de paz, el Gobierno nacional podrá tener “negociaciones 
con grupos armados organizados al margen de la ley con los que se adelanten diálogos de 
carácter político, en los que se pacten acuerdos de paz”. 

Que el artículo 10 de la Ley 418 de 1997, modificada y prorrogada por la Ley 2272 
de 2022, establece que “la dirección de todo proceso de paz corresponde exclusivamente 
al presidente de la República como responsable de la preservación del orden público en 
toda la nación”. 

Que la Honorable Corte Constitucional, en la Sentencia C-630 de 2017, señaló (...) 
los órganos políticos tienen amplio margen de discrecionalidad para diseñar mecanismos 
de solución pacífica de conflictos, como la negociación para lograr la sujeción al 
Estado de derecho de actores ilegales, con el fin de conseguir la paz, el cual sirve para 
enfrentar situaciones extremas o anómalas, como el conflicto armado interno padecido 
por el país por más de cincuenta años, en cuyo contexto derechos fundamentales como la 
vida, la libertad y la seguridad de las personas y en general los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución de 1991, han resultado afectados”. 

Que el artículo 8º de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 5º de la Ley 
2272 de 2022, establece que los representantes autorizados expresamente por el Gobierno 
nacional, con el fin de promover la reconciliación entre los colombianos, la convivencia 
pacífica y lograr la paz, siguiendo los lineamientos del presidente de la República, podrán: 
“(...) realizar todos los actos tendientes a entablar y adelantar diálogos, así como 
negociaciones y lograr acuerdos con los voceros o miembros representantes de los grupos 
armados organizados al margen de la ley, dirigidos a: obtener soluciones al conflicto 
armado, lograr la efectiva aplicación del Derecho Internacional Humanitario, el respeto 
de los Derechos Humanos, el cese de hostilidades o su disminución, la reincorporación 
a la vida civil de los miembros de estas organizaciones o su tránsito a la legalidad y la 
creación de condiciones que propendan por un orden político, social y económico justo. 
(...)”. 

Que el parágrafo 1° del artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 5° 
de la Ley 2272 de 2022, indica que “[s]e entiende por miembro-representante, la persona 
que el grupo armado organizado al margen de la ley designe como representante suyo 
para participar en los diálogos, negociación o suscripción de acuerdos con el Gobierno 
nacional, o sus delegados”. 

Que el artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 5° de la Ley 2272 
de 2022, establece que los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del Gobierno 
nacional sean necesarios para adelantar el proceso de paz, y su cumplimiento será verificado 
por las instancias nacionales o internacionales que para el efecto y de común acuerdo 
designen las partes, acuerdos que deben garantizar el normal y pleno funcionamiento de 
las instituciones civiles de la región en donde ejerce influencia el grupo armado al margen 
de la ley que lo suscribe. 

Que la Honorable Corte Constitucional, en la Sentencia C-069 de 2020, concluyó:
“[L]a paz, como finalidad del Estado y como derecho individual y colectivo exige que 

las autoridades encargadas de mantener el orden público busquen preferencialmente una 
salida negociada a los conflictos con las organizaciones al margen de la ley. Este deber 
supone que el legislador no restrinja injustificadamente las potestades presidenciales 
para buscar el diálogo, con todo, a pesar de lo anterior, el deber de buscar una salida 
negociada no significa que el presidente no conserve una amplia discrecionalidad para 
determinar cómo, cuándo y con quién busca establecer diálogos, y cuándo debe usar el 
aparato coercitivo del Estado para proteger los derechos de las personas”.

Sin embargo, el ejercicio de la discrecionalidad presidencial para mantener el orden 
público supone que el jefe de gobierno cuente con todas las herramientas necesarias y 
suficientes para iniciar diálogos de paz cuando, y con quien, lo considere apropiado, 
sin necesidad del concepto previo y favorable de sus subalternos. Estos pueden y deben 
aconsejar al presidente, y proveerle todos los elementos de juicio necesarios para tomar 
una decisión. Sin embargo, en últimas, la decisión respecto del inicio de diálogos de 
paz con una organización al margen de la ley le corresponde única y exclusivamente 
al presidente como jefe de Estado y de gobierno. Por lo tanto, al restringir la potestad 
que tiene el presidente para buscar una salida negociada a los conflictos internos, la 
disposición demandada vulnera también los artículos 2º y 22 de la Constitución”. 

(“.) 
Es necesario concluir que, si ninguna autoridad pública puede conducir diálogos 

de paz sin autorización del presidente, a fortiori tales autoridades, al estar sujetos 
a las órdenes del presidente en la materia, tampoco puedan condicionar la potestad 
presidencial para decidir cómo, cuándo y con quiénes puede llevar a cabo tales diálogos, 
estas decisiones son de naturaleza eminentemente política, y por lo tanto es el presidente, 
como representante de la unidad nacional y elegido mediante voto popular, quien debe 
tomarlas”. 

Que el Presidente de la República, mediante la Resolución número 309 del 13 de octubre 
2023, autorizó la instalación de una Mesa de Diálogos de Paz entre los representantes 
autorizados por el Gobierno nacional y los miembros representantes del autodenominado 
Estado Mayor Central de las FARC-EP. 

Que mediante el Decreto número 1684 del 16 de octubre de 2023, el Presidente de la 
República decretó el Cese al Fuego Bilateral y Temporal de carácter Nacional con impacto 
Territorial (CFBTNT) con el Estado Mayor Central de las FARC-EP, sobre la base de un 
acuerdo para el respeto de la población civil, prorrogado mediante el Decreto número 016 
del 14 de enero de 2024 y suspendido parcialmente mediante el Decreto número 0385 del 17 
de marzo de 2024, en los departamentos de Nariño, Cauca y Valle del Cauca, considerando 
que “el Estado Mayor Central de las FARC-EP presente en los departamentos de Nariño, 
Cauca y Valle del Cauca ha incumplido los presupuestos fundamentales del CFBTNT 
pactado atacando a la población civil, a las autoridades civiles y a los integrantes de la 
Fuerza Pública, y evidenciando poca voluntad de paz”. 


